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Sr. S. de Vega, presidente y 
ponente 
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 22 de 
febrero de 2024, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. yyyy, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero 
Sra. Ares González, consejera  
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  
 

DICTAMEN 56/2024 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 31 de enero de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyyy, debido a los daños y perjuicios derivados de las retribuciones dejadas 
de percibir con ocasión de una acumulación de funciones. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 8 de febrero de 2024, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 56/2024, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes 
de Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. S. de Vega. 
 

Primero.- El 8 de febrero de 2022 D. yyyy presenta una reclamación 
de responsabilidad patrimonial frente a la Administración autonómica, por los 
daños y perjuicios derivados de las retribuciones no percibidos con ocasión 
de una acumulación de funciones del puesto de director del Castillo cccc, 
acordada el 1 de septiembre de 2008 y que se mantuvo hasta el 12 de 
marzo de 2021. 
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Reclama en concepto de indemnización la cantidad de 71.192,76 euros, 
por el período comprendido entre el 7 febrero de 2018 y el 12 de marzo de 
2021, en el que solo percibió el salario de la plaza con código RPT vvvv que 
ocupaba como jefe de sección de Régimen Interior del Servicio de Personal y 
Asuntos Generales de la Secretaría General de la Consejería de Cultura y 
Turismo, grupo A2.  

 
Aclara que la retribución anual correspondiente a la plaza como director 

del Castillo asciende a la cantidad de 23.730,92 euros, según la resolución de 
18 de marzo de 2021 que aporta.  

 
Acompaña igualmente nóminas de los meses de enero, febrero y mayo 

de 2021, escrito de renuncia al puesto de director del Castillo cccc y relación 
de las actividades realizadas fuera del horario de trabajo derivadas del citado 
puesto de director. 
 

Segundo.- Contra la desestimación por silencio administrativo de la 
reclamación presentada, el interesado presenta recurso de reposición el 21 
de febrero de 2023, y contra la desestimación, también por silencio, de dicho 
recurso ha interpuesto recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo 
Contencioso-administrativo de Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León. 

 
Tercero.- El 29 de agosto de 2023 se emite informe por el jefe de 

servicio de Personal y Asuntos Generales de la Consejería de Cultura, Turismo 
y Deporte, en el que consta que “(…) Durante el tiempo que ha realizado las 
funciones de Director, y en concreto en el periodo que va desde febrero de 
2018 a marzo de 2021, el interesado ha sido:  

 
»a) Retribuido mediante nómina por el puesto de trabajo del 

que era titular, Jefe de Sección de Régimen interior del Servicio de Personal 
y Asuntos Generales de la Secretaria General de la Consejería de Cultura y 
Turismo, con un nivel 24 y un complemento específico 13.  

 
»b) Ha sido compensado mediante gratificaciones extraordinarias 

en concepto de encargado de instalaciones, según lo establecido en el artículo 
76.3 de la Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y 
León, en relación con el apartado segundo de la Disposición Final Cuarta del 
Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, que 
establece como retribuciones complementarias `las gratificaciones por 
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servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada laboral de trabajo, que 
en ningún caso podrán ser fijas en su cuantía ni periódicas en su devengo´.  

 
»c) Previa solicitud del interesado, ha sido indemnizado en las 

cantidades legalmente establecidas conforme a las comisiones de servicio por 
él presentadas, según lo establecido en el artículo 4 del Decreto 252/1993, 
de 21 de octubre, de la Junta de Castilla y León sobre indemnizaciones por 
razón del servicio del personal autónomo de la Administración de la Comunidad 
de Castilla y León, que establece: `1.- Son comisiones de servicio los cometidos 
que circunstancialmente se ordenen al personal comprendido en el artículo 1 
del presente Decreto, y que deba desempeñar fuera del término municipal 
donde radique su residencia oficial, de conformidad con la normativa vigente. 
2.- La realización de las comisiones de servicio dará lugar a indemnización 
cuando comporte gastos de desplazamiento, alojamiento o manutención a 
los interesados, conforme a lo dispuesto en el presente Capítulo´. (…). 

 
»Durante todo este periodo (febrero de 2018 a marzo de 2021) 

no consta queja, reclamación o recurso administrativo alguno referido ni a 
las funciones encomendadas, ni a las cantidades percibidas en concepto de 
retribuciones, gratificaciones o comisiones de servicio. (…)”. 

 
Cuarto.- El 30 de noviembre se concede trámite de audiencia al 

interesado, sin que conste la presentación de alegaciones. 
 
Quinto.- El 22 de enero de 2024 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación de responsabilidad patrimonial. 
 
Sexto.- El 23 de enero de 2024 la Asesoría Jurídica de la Consejería 

de Cultura, Turismo y Deporte emite informe favorable a la propuesta. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
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Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- En cuanto al procedimiento, se ha incumplido el plazo máximo de 
resolución y notificación de la reclamación establecido en el artículo 91.3 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (LPAC), lo que determinó la interposición por el 
reclamante de un recurso de reposición. Este recurso tampoco se ha resuelto 
en el plazo establecido por el artículo 124.2 de la LPAC, lo que no elimina la 
obligación de dictar resolución expresa conforme a lo dispuesto en el artículo 
21.1 LPAC. 

 
Tal dilación ha de considerarse como una vulneración por parte de la 

Administración del artículo 12.b) del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, 
que consagra el derecho de los ciudadanos a la resolución de los asuntos que 
les conciernan en un plazo razonable; e igualmente contraría los principios de 
buena administración y el de control del gasto público ligado a la consecución 
de los objetivos de estabilidad presupuestaria, considerado el incremento que 
ha de conllevar necesariamente la cantidad que como indemnización se vaya 
a conceder al reclamante, en su caso, mediante la oportuna resolución. 
 

Junto a ello, la Administración consultante ha tramitado el procedimiento 
de responsabilidad obviando la existencia del recurso de reposición presentado 
por el reclamante. 

 
A este respecto, como puso de manifiesto tempranamente este Consejo 

Consultivo en su dictamen 203/2009, de 16 de julio, acogiendo el criterio del 
Consejo de Estado, al haberse interpuesto por los interesados un recurso de 
reposición contra la desestimación por silencio administrativo de su reclamación, 
no cabe ya resolver ésta, sino que ha de tramitarse y resolverse el recurso de 
reposición interpuesto, pues la Administración mantiene la facultad y la 
obligación de dictar resolución expresa en el recurso de reposición interpuesto. 
 

Ahora bien, el hecho de que no proceda ya dictar resolución expresa 
en el procedimiento de responsabilidad patrimonial, sino únicamente resolver 
el recurso de reposición, no es óbice para la emisión preceptiva del dictamen 
del Consejo Consultivo de Castilla y León.  
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El Consejo de Estado así lo declaró expresamente en su dictamen 
2.072/1999, de 8 de julio, al concluir que “los recursos de reposición interpuestos 
contra las desestimaciones presuntas de solicitudes de indemnizaciones de 
daños y perjuicios pueden ser estimados, previo cumplimiento en la sustanciación 
del recurso de todos los trámites legalmente exigidos para resolver de 
manera expresa y que no se hubieran cumplido en el procedimiento en el que 
operó el silencio administrativo”. Los argumentos en los que basa tal conclusión 
son los siguientes: 

 
 “7. Transcurrido el plazo para resolver sin haberlo hecho de 

manera expresa y operante el silencio en alguna de las formas expuestas, 
según las previsiones legales aplicables, los interesados pueden interponer 
los recursos administrativos que procedan; en especial, y a los efectos de la 
presente consulta, el de reposición.  

 
 »El recurso de reposición se puede interponer contra 

cualesquiera resoluciones presuntas, (…).  
 
 »Cuando se interpone un recurso de reposición, el órgano 

administrativo al que corresponde su conocimiento tiene competencia plena 
para enjuiciar las cuestiones que se planteen. En el caso de recursos 
interpuestos contra resoluciones dictadas en procedimientos que se 
pronuncian sobre reclamaciones formuladas en concepto de indemnizaciones 
de daños y perjuicios ante la Administración Pública, el órgano competente 
para resolverlos puede, en principio, analizar todas las cuestiones suscitadas 
y decidir sobre el fondo del asunto, bien estimando, bien desestimando las 
reclamaciones. Pero tales pronunciamientos sólo puede hacerlos después de 
haberse formado un juicio a través del cauce procedimental establecido; esto 
es, después de recabar los informes preceptivos -y no sólo los determinantes 
del contenido de la resolución- de los órganos que deben emitirlos. Y ello, 
por cuanto, en vía de recurso, el órgano competente para resolverlo no tiene 
facultades para formarse un juicio y conformar su voluntad de manera 
arbitraria, sino que está sujeto a las prescripciones legales que definen la 
manera de hacerlo. Si fuera de otra manera, se estaría habilitando al órgano 
que debe resolver una reclamación de responsabilidad patrimonial de la 
Administración tras seguir un procedimiento a hacerlo, en trance de resolver 
un recurso, sin sujetarse a trámite alguno. Para ello, le bastaría con dejar de 
pronunciarse expresamente en el término en que está obligado y esperar a la 
interposición del recurso para decidir, sin observar el procedimiento establecido. 
Tal planteamiento no debe considerarse conforme a derecho.  
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 »Así pues, el órgano que resuelve el recurso de reposición 
interpuesto contra la desestimación presunta de una solicitud de indemnización 
de daños y perjuicios puede estimarlo o desestimarlo, entrando en el fondo de 
la cuestión, pero sólo si se han recabado los informes que fueren preceptivos 
y si se han observado los demás trámites legales pertinentes, entre los que 
destaca, por su singularidad, el de audiencia del interesado.  

 
 »En otros términos, la Administración puede resolver el recurso 

de reposición y pronunciarse sobre el fondo de la reclamación cuando el 
procedimiento está ya instruido e informado por los órganos que deben hacerlo, 
de tal suerte que lo único que resta es dictar la resolución final. Y, es que, en 
tales casos, al contarse con todos los informes conformadores del juicio y de 
la voluntad administrativa decisoria y al haberse cumplido el trámite de 
audiencia del interesado, en aras de la economía del procedimiento, puede 
resolverse, sin más, en trance de recurso sobre la cuestión planteada.  

 
 »Por el contrario, si faltan tales informes y trámites, a juicio del 

Consejo de Estado, la Administración está obligada a resolver el recurso, por 
cuanto el instrumento del silencio tiene el único efecto de abrir la vía 
impugnatoria cuando es desestimatorio y debe hacerlo, pronunciándose 
sobre el fondo de la reclamación, previo cumplimiento de todos los trámites 
preceptivos, en los términos antes indicados.  

 
 »(…). De esta manera, hará correcta aplicación del principio de 

economía del procedimiento, evitándose la retroacción o reposición de las 
actuaciones a un momento anterior, con las dilaciones que ello comporta.  

 
 »El indicado actuar de la Administración no comporta, por otra 

parte, infracción alguna del artículo 113.2 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre [actualmente art. 119.2 de la LPAC] por cuanto, en caso de recurso, 
este precepto ordena la retroacción de las actuaciones al momento en que se 
produjo el vicio determinante de la invalidez del acto impugnado y que justifica 
su estimación. Y, en el caso a que se refiere la consulta, no existe vicio alguno, 
pues no puede reputarse como tal la omisión de la solicitud o de la emisión 
de los correspondientes dictámenes o de los demás trámites esenciales, ya 
que no hubo resolución expresa que ultimara el procedimiento.  

 
 »Por otra parte, el órgano instructor también podrá suspender 

el plazo de tramitación si solicita informes preceptivos y determinantes del 
contenido de la resolución en los términos antes expuestos. Si, no obstante 
acordada dicha suspensión, transcurriera el término máximo de los tres 
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meses, y, en su caso, el plazo final de tramitación venciera de nuevo faltando 
alguno de los referidos informes, la Administración no podría continuar con la 
tramitación de los procedimientos y, en consecuencia, no podría resolver 
expresamente sobre el fondo hasta tanto no fueran evacuados aquéllos y 
cumplidos los demás trámites preceptivos. Y, ello no por haber transcurrido 
los plazos antes señalados, sino por faltar unos informes y trámites que 
invalidarían la resolución expresa final. (…)”. 

 
En conclusión, la resolución que debe dictar la Administración ha de 

referirse, no a la reclamación de responsabilidad patrimonial planteada, sino 
al recurso de reposición interpuesto, en el que, como se ha expuesto ut supra, 
es preceptiva la emisión del dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y 
León. 
 

3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada, de 
acuerdo con el artículo 4 de la LPAC. 

 
El órgano competente para resolver el recurso de reposición interpuesto 

frente a la desestimación por silencio administrativo de la reclamación de 
responsabilidad patrimonial es el consejero de Cultura, Turismo y Deporte, 
de conformidad con el artículo 123.1 de la LPAC y el artículo 82.2 de la Ley 
3/2001 de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de Castilla y León. 

 
4ª.- Antes de entrar en el fondo del asunto, debe analizarse si es 

adecuado el procedimiento seguido por la Administración autonómica y la 
posible prescripción del derecho a reclamar. 

 
Sobre la primera cuestión, la particularidad que presenta este supuesto 

es que el interesado reclama, por vía de la responsabilidad patrimonial, las 
retribuciones devengadas y no percibidas derivadas de una acumulación de 
funciones.  

 
La vía ordinaria y específica para reclamar los haberes devengados y 

no percibidos por los funcionarios de carrera, como es el caso, es la de la 
interposición de una reclamación previa en vía administrativa. Una vez agotada 
esta vía y desestimadas, en su caso, las pretensiones del interesado por la 
Administración competente, de manera expresa o por silencio administrativo, 
se debe acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa. 

 
La recurrente pretende por la vía de la responsabilidad patrimonial la 

reparación de los efectos dañosos (la falta de percibo de las retribuciones) 
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que de modo automático anuda al acto administrativo del que fue destinataria, 
acto que no ha recurrido, y que no ha sido revocado ni anulado, ni en vía 
administrativa ni en vía judicial. 

 
Si bien, en los términos expuestos, cabría cuestionar la adecuación de 

esta vía para reclamar los haberes devengados por el funcionario reclamante. 
La sentencia 350/2016, de 4 marzo, de la Sala de lo Contencioso-administrativo 
de Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (recurso 
752/2014), entendió de manera concluyente que “(…) la figura de la 
acumulación, lícita en origen, puede llegar a transformarse en ilícita, por 
temporalmente abusiva, en su ulterior desenvolvimiento. Como hemos visto, 
dada su naturaleza esencialmente temporal y claudicante, la reiterada doctrina 
judicial es contraria a un uso abusivo de la acumulación de funciones que, en 
principio, concurre cuando se prolonga más allá del plazo razonable de un 
año, momento a partir del cual ha de estimarse se produce -al margen de si 
los servicios se prestan dentro o fuera de la jornada laboral de trabajo- un 
daño en la situación jurídica del funcionario, quien, sin retribución alguna, se 
ve indebidamente obligado a desempeñar por un tiempo superior al 
`legalmente exigible´ más funciones de las que inicialmente consideró la 
Administración como las adecuadas para su puesto de trabajo, siendo por 
ello obligatoria su reparación, la cual puede pretenderse por la vía de la 
responsabilidad patrimonial, como así lo ha hecho el recurrente”.  

 
En este supuesto, la acumulación de funciones se ha prolongado por 

un período superior a un año y, por tanto, cabe admitir que la reclamación de 
daños del interesado se articule por la vía de la responsabilidad patrimonial. 

 
5ª.- Analizada la vía procedimental, se debe dilucidar la existencia o 

no, de la prescripción del derecho a reclamar. 
 
En lo esencial, el recurrente fundamenta su acción en la consideración 

de que la acumulación de funciones lleva consigo el derecho a percibir los 
haberes devengados correspondientes a las funciones acumuladas, y de su 
reclamación puede deducirse que considera que se trata de un daño continuado.  

 
Ahora bien, hay que tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 67.1 

de la LPAC, que dispone: “Los interesados solo podrán solicitar el inicio de un 
procedimiento de responsabilidad patrimonial, cuando no haya prescrito su 
derecho a reclamar. El derecho a reclamar prescribirá al año de producido el 
hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo. 
(…)”. 



 

 9

 
La cuestión aparece resuelta por la propia sentencia 350/2016, de 4 

marzo, del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, antes citada, que 
“reconsiderando anteriores pronunciamientos, incluso próximos en el tiempo, 
estima que la problemática de estos supuestos tan singulares no se resuelve 
atendiendo a la distinción entre daños y permanentes y continuados, sino al 
principio general de la ‘actio nata’, máxime cuando nos encontramos ante los 
efectos lesivos derivados de un acto administrativo expreso susceptible de 
quedar sin eficacia como consecuencia de su posible impugnación. Como 
acertadamente significa la Administración demandada -y en igual sentido el 
informe del Consejo Consultivo de Castilla y León-, el actor desde el primer 
momento (2002) ha tenido pleno conocimiento y tenía a su disposición todos 
los elementos fácticos necesarios para cuantificar el daño que ahora reclama, 
esto es, los haberes que afirma devengados -y, en su caso, que se hubieran 
ido devengando mientras se mantuviese la situación- correspondientes a las 
funciones acumuladas, de suerte que al depender en este caso de su propia 
y exclusiva voluntad la constatación de la ilegitimidad del daño, esto es, el 
carácter abusivo por duración excesiva de la acumulación que desarrollaba 
en función de la mayor o menor `penosidad´ secuente a la misma, no es 
factible apreciar su existencia -ni, por tanto, su reparación- más allá del año 
anterior a la fecha de la reclamación (2012). Es decir, no es solo que el daño 
durante dicho tiempo haya prescrito sino que más bien la conformidad del 
interesado con las funciones acumuladas puesta de manifiesto por la ausencia 
de reclamación o queja alguna en un periodo temporal tan dilatado impide 
apreciar durante su transcurso, más allá del año de prescripción, la existencia 
misma del daño y ello al ser incompatible dicha conformidad con la inexigibilidad 
jurídica de soportar el daño en que consiste la lesión indemnizable, de ahí 
que siguiendo la tesis de la Administración estimemos prescritos, e inexistentes, 
los daños sufridos por el recurrente durante los años 2006 a 2010”. 

 
Aplicando esta doctrina al caso examinado en el que, más allá de la 

planteada en la presente reclamación, no ha formulado el interesado, desde 
que se acordó la acumulación en 2008, recurso, queja o reclamación al 
respecto, únicamente podrá reclamar los daños correspondientes al año 
anterior a la fecha de la reclamación de responsabilidad patrimonial que fue 
presentada el 8 de febrero de 2022, es decir, los causados desde el 8 de 
febrero de 2021. 

 
6ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
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los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 
1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), a la que se 
remite, de forma genérica, el artículo 81 de la Ley 3/2001, de 3 de julio. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas; 
b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no 
tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad 
a la Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente 
en el marco de la organización administrativa a la que pertenece o la 
titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el 
daño; d) relación de causalidad entre la actividad administrativa y el 
resultado dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento 
normal o anormal de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. 
Asimismo, se exige que la reclamación se presente antes de que transcurra 
un año desde el momento en que se produjo el hecho causante. 

 
7ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de los 

daños y perjuicios derivados de las retribuciones no percibidas con ocasión 
de una acumulación de funciones desde el 7 febrero de 2018 al 12 de marzo 
de 2021.  
 

Es necesario valorar, en primer lugar, que el daño alegado sea efectivo, 
esto es, actual y no potencial, real y directo. Para ello, resulta necesario analizar 
el origen y consecuencias de la acumulación de funciones, causante del daño 
alegado por el interesado. 

 
La referida sentencia 350/2016 del Tribunal Superior de Justicia de 

Castilla y León señala al respecto que “El instituto de la acumulación de 
funciones no aparece previsto en la legislación o normativa autonómica de 
función pública constituida por la Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función 
Pública de Castilla y León -que deroga el Texto Refundido de la Ley de 
Ordenación de la Función Pública de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/1990, de 25 de octubre-, 
y Decreto 67/1999, de 15 de abril, por el que se aprueba el Reglamento 
General de ingreso del personal y de provisión de puestos de trabajo al 
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servicio de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, siendo el 
Decreto 275/1993, de 18 de Noviembre, por el que se articula la distribución 
de competencias en materia de personal de la Administración de Castilla y 
León, el que en relación a lo que su título describe, es decir, al reparto de 
competencias entre órganos administrativos, establece en su artículo 6º que 
`Corresponde a los Secretarios Generales de las Consejerías 2. Respecto del 
personal funcionario dependiente de los Servicios Centrales de la Consejería: 
b) Acordar, por el tiempo imprescindible la sustitución temporal en los 
puestos de trabajo mediante la acumulación de funciones, cuando resulte 
necesario por causa de vacante, ausencia o enfermedad´, y en igual sentido 
ex artículo 7º para los Delegados Territoriales respecto del personal 
funcionario destinado en las Delegaciones Territoriales. 

 
»Por otro lado, tampoco se discute que el art. 2.1 del Decreto 

252/1993, de 21 de octubre, sobre indemnizaciones por razón del servicio 
del personal autónomo de la Administración de la Comunidad de Castilla y 
León, no incluye entre los supuestos que dan derecho a indemnización los de 
`acumulación de funciones´, ello sin perjuicio de la aplicación subsidiaria que 
proceda de la Disposición Adicional Quinta, conforme a la que `En los casos 
excepcionales no regulados por este Decreto de servicios que originen gastos 
que hayan de ser indemnizados de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado 4 del artículo 58 del Decreto Legislativo 1/1990 por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación de la Función Pública 
de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, corresponderá a las 
Consejerías de Presidencia y Administración Territorial y Economía y Hacienda 
la aprobación conjunta del correspondiente régimen de resarcimiento´; el 
artículo 58.3 del D.L. 1/1990 incluía dentro de las retribuciones complementarias 
`Las gratificaciones por servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada 
laboral de trabajo, que, en ningún caso, podrán ser fijas en su cuantía ni 
periódicas en su devengo´, hoy artículo 76.3 de la Ley 7/2005, que incluye 
también dentro de las retribuciones complementarias `d) Las gratificaciones 
por servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada laboral de trabajo, 
que en ningún caso podrán ser fijas en su cuantía ni periódicas en su devengo. 
Las cantidades que perciba cada funcionario por este concepto serán de 
conocimiento público de los demás funcionarios de la Consejería interesada, 
así como de los representantes sindicales´”. 

 
En este caso concreto, por Resolución de 1 de septiembre de 2008 de 

la Secretaría General de la Consejería de Cultura y Turismo se acordó acumular 
las funciones de director del Castillo cccc, puesto con un nivel 24, sin 
complemento específico, a las de jefe de sección de Régimen interior del 
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Servicio de Personal y Asuntos Generales de la Secretaria General, que 
desempeñaba el reclamante, siendo la causa de dicha acumulación que el 
puesto de director del Castillo cccc se encontraba vacante. Esta situación se 
prolongó hasta el día 12 de marzo de 2021 en el que el interesado presentó 
escrito de renuncia a la acumulación. 
 

Por tanto, resulta acreditado que la acumulación estaba justificada y 
que se ha prolongado durante más de un año, el cual, en los términos 
expuestos, es el plazo considerado razonable por la reiterada jurisprudencia 
para entender que la figura de la acumulación, licita en origen, puede llegar 
a transformarse en ilícita, por temporalmente abusiva. 

 
Ahora bien, no es suficiente que la acumulación de funciones se 

prolongue por más de un año para obtener derecho a la indemnización, sino 
que es necesario que el reclamante acredite que ha sido obligado a 
desempeñar, por un tiempo superior al razonable, más funciones que las que 
inicialmente consideró la Administración como las adecuadas para él, 
tratándose de una verdadera acumulación de puestos de trabajo, siendo por 
ello obligatoria su reparación. 

 
En este caso, la resolución de acumulación de 1 de septiembre de 2008 

citada hace referencia al volumen e importancia de las tareas del puesto de 
director del Castillo como fundamento de la acumulación. Señala al respecto 
que “la cobertura de la plaza en cuestión deviene urgente y es inaplazable 
dado el volumen e importancia de las tareas que configuran su contenido; se 
hace necesario proceder a su ocupación por un funcionario que con carácter 
temporal supla la vacante en tanto se proceda a su provisión por alguno de 
los mecanismos reglamentarios establecidos”. Por ello, resuelve “Acumular las 
funciones (…), por el tiempo imprescindible, considerando la urgente necesidad 
de atención a las competencias asignadas al referido puesto”. 

 
La trascendencia de las tareas asignadas al puesto y la urgente 

necesidad de su atención, en las que se fundamenta la Administración para 
disponer la acumulación, por el tiempo imprescindible, en tanto se procede a 
la cobertura reglamentaria de la vacante de director, se compadece mal con el 
mantenimiento de esta situación durante más de 12 años, y pone de manifiesto, 
en este caso, un uso abusivo por parte de la Administración de su potestad 
autoorganizativa, el cual constituye el fundamento para declarar la existencia 
de la responsabilidad patrimonial que ha sido reclamada por el interesado a 
través de este procedimiento. 
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Ahora bien, como se ha expuesto en la consideración jurídica 5ª de 
este dictamen, por obra del instituto de la prescripción, solo se debe resarcir 
al interesado de los daños correspondientes al año anterior a la fecha de su 
reclamación, que se presentó el 8 de febrero de 2022, es decir, los producidos 
entre el 8 de febrero y el día 12 de marzo de 2021, en el que se hizo efectiva 
su renuncia al desempeño del puesto acumulado. 

 
8ª.- En cuanto al importe de la indemnización a abonar, el interesado 

cuantifica el daño atendiendo al importe de las retribuciones del puesto de 
director del Castillo. Por su parte, la Administración, en el informe emitido 
por el Servicio de Personal y Asuntos Generales de 29 de agosto de 2023 pone 
de manifiesto la percepción por el interesado de gratificaciones extraordinarias 
e indemnizaciones por las comisiones de servicio realizadas. 

 
De este modo, la indemnización a abonar al reclamante estará 

constituida, de arrojar un resultado positivo, por la diferencia existente entre 
las retribuciones del puesto de director del Castillo y las cantidades percibidas 
como gratificación extraordinaria e indemnizaciones por comisiones de servicio, 
en el período comprendido entre los días 8 de febrero y 12 de marzo de 2021. 

 
En cualquier caso, el importe de la indemnización deberá actualizarse 

a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 34.3 de la LRJSP. 

 
9ª.- Sin perjuicio de las consideraciones anteriores, y al constar que el 

interesado ha interpuesto recurso contencioso-administrativo contra la 
desestimación, por silencio administrativo, de la reclamación de responsabilidad 
patrimonial, resulta obligado advertir que, en el caso de que en dicho proceso 
o, en otro, hubiera recaído sentencia firme, no procedería ya dictar resolución 
alguna en vía administrativa, sino dar cumplimiento en sus propios términos 
al fallo de la sentencia. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria parcial, en los términos expuestos 

en este dictamen, en el recurso de reposición interpuesto frente a la 
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desestimación por silencio administrativo de la reclamación de responsabilidad 
patrimonial presentada por D. yyyy, debido a los daños y perjuicios derivados 
de las retribuciones dejadas de percibir con ocasión de una acumulación de 
funciones. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 


